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    TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO                                     66001-31-10-001-2007-00007-01

           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL – FAMILIA

Pereira, dieciséis de septiembre de dos mil nueve
Magistrado Ponente: Fernán Camilo Valencia López
Ref.: Exp. No. 666001-31-10-001-2007-00007-01

Decídese el recurso de apelación interpuesto por el señor Jorge Mario González González, respecto de la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Familia el 13 de agosto de 2008, en el proceso ordinario de impugnación de paternidad que adelantó contra Jorge Mario González Gil.
ANTECEDENTES

1. En la demanda se solicitó declarar que el demandado, hijo de la señora Yolanda Gil Loaiza y nacido el 13 de diciembre de 1982, no es hijo del demandante, declaración que debe registrarse para los efectos que haya lugar. 

2. La causa petendi se puede resumir así: 

La citada señora Gil Loaiza dio a luz en la fecha señalada a Jorge Mario González Gil y el actor, “sin tener causa jurídica para ello” lo reconoció como hijo sin serlo ya que “jamás discutió el hecho de la procreación por sus relaciones extramatrimoniales que tuvo con la citada señora” y no estableció la paternidad mediante la prueba idónea. Ante la duda sobre la misma, solicitó una prueba genética el 30 de abril de 1997 en el Laboratorio Ingein, la que tuvo resultados de incompatibilidad. El señor González González es un hombre dedicado a su trabajo y con alto sentido de la responsabilidad, resultando imperioso frente al dictamen obtenido, que la justicia atienda su pretensión, “toda vez que jurídicamente le asiste todo derecho” y por eso instaura la demanda, en obedecimiento a lo dispuesto por la ley 1060 de 2006. 
3. El demandado se opuso a las pretensiones de la demanda y formuló, además, la excepción de caducidad. Basa esta defensa en las previsiones del artículo 248 del Código Civil, anotando que como el reconocimiento de paternidad que se impugna ocurrió el 24 de agosto de 1989 como se desprende del correspondiente registro civil de nacimiento, la caducidad de la acción empezó a contarse desde esa misma fecha y por tanto, está más que vencido a la fecha de presentación de la demanda. Asimismo adujo la defensa que denominó “inoponibilidad del término concedido por el parágrafo transitorio de la ley 1060 del 26 de julio de 2006”, que funda en que el término que consagra dicho ordenamiento que amplió de sesenta a ciento cuarenta días el aludido lapso de decaimiento no puede aplicarse retroactivamente y porque, además, el aquí demandante no ha intentado con anterioridad acción de impugnación puesto que la que dirigió anteladamente fue una acción de nulidad que no prosperó. 
Posteriormente y en escrito separado adujo lo que llamó “excepción de inconstitucionalidad” que en síntesis fundamenta en que el artículo 14 de la ley 1060 no podía revivir unos términos ya fenecidos so pena de atacar la institución básica de la sociedad, violentando por contera los principios de la cosa juzgada y el debido proceso. Replicó el actor para alegar en cuanto a lo primero que en su entendimiento del artículo 248 del Código Civil, el padre puede en cualquier tiempo impugnar la paternidad que ha reconocido, por lo que, dice, no puede aceptar las argumentaciones de su contraparte basadas en una normatividad derogada. En lo que concierne con lo segundo, adujo que no se ha amparado en el parágrafo transitorio del artículo 14 de la ley 1060 de 2006, pues admite, es la primera vez que interpone acción de esta clase con la demanda presentada el 12 de enero de 2007 con apoyo en su artículo 5º. Por último, en relación con la excepción de inconstitucionalidad la rechaza y afirma, que su pretensiones tienen asidero en sus derechos fundamentales, ya que no puede imponérsele la filiación de alguien que como se ha demostrado científicamente no es su consanguíneo, con perjuicio de quienes sí lo son.  
4. La sentencia de primera instancia declaró probada la excepción de caducidad y, en consecuencia, denegó las pretensiones de la demanda. Después de precisar que no había lugar a analizar el asunto desde la perspectiva del parágrafo transitorio del artículo 14 de la ley 1060 de 2006, ya que la misma parte demandante al descorrer el traslado desechó su aplicación, refiere que la esencia de la impugnación no ha variado con dicha normatividad adaptada a las situaciones sociales presentes y las pruebas científicas actuales, y los términos de caducidad subsisten en aras de la institución familiar y de la seguridad jurídica. De allí, anota, quien quiera desconocer una paternidad debe promover la impugnación en forma oportuna, dentro del plazo que señala la ley. Lo que aplicado al sub-lite proclama que si el interés actual del demandante surgió el 30 de abril de 1997 en que se practicó el examen genético según el cual no era el padre del demandado, desde esa fecha empezó a correr el término de caducidad, el que ya está agotado. Por tanto, desecha la tesis del demandante, según la cual podía acudir a impugnar en cualquier tiempo. 

5. El recurrente insiste para fundamentar la apelación, en la teoría de conformidad con la cual, el artículo 5º mencionado, confiere la facultad de impugnar sine die la paternidad, para lo cual raciocina de la siguiente forma: “Nótese como el artículo 217 consagra el término para impugnar la paternidad o maternidad, y no solo se refiere al hijo sino que también la hace extensiva al padre, y a los demás que allí se anuncian, y es que el análisis debe hacerse en forma sistemática por cuanto la norma inicia con la facultad que tiene el hijo de impugnar la paternidad en cualquier tiempo, y después de un punto seguido dice que también podrá solicitarla el padre, al así decirlo la Ley, necesariamente hay que concluir que se refiere es al término de la impugnación en cualquier tiempo del cual también goza el padre, toda vez que ese es el espíritu de la norma y no referido a la prueba que en el proceso debe analizarse, que dicho sea de paso en este proceso no fue valorada…”. 
Para resolver, SE TIENE EN CUENTA

1. Como puede deducirse claramente del anterior resumen, la controversia está centrada en la interpretación del artículo 5º de la ley 1060 de 2006, por lo que para el análisis que corresponda es conveniente su transcripción. El tenor literal de tal norma, que subrogó el artículo 217 del Código Civil, es el siguiente en su inciso 1º, que es el que atrae el debate:   

“El hijo podrá impugnar la paternidad o la maternidad en cualquier tiempo. En el respectivo proceso el juez establecerá el valor probatorio de la prueba científica u otras si así lo considera. También podrá solicitarla el padre, la madre o quien acredite sumariamente ser el presunto padre o madre biológico.”
De este texto pretende deducir la parte apelante, que la facultad de impugnar la paternidad que el hijo tiene en cualquier tiempo, igualmente se ha extendido a las demás personas mencionadas en dicho canon. Para el juzgado, según se dijo, la cuestión no es así. 

2. Opina esta Sala que la razón está de parte de la a-quo, ya que básicamente no puede considerarse que porque en el mismo segmento se haga mención de quienes pueden formular la impugnación, deba entenderse que la facultad que se confiere al hijo en la primera frase comprenda a las demás personas a quienes posteriormente ella se concede. El sentido auténtico del propósito del legislador fue el de dejar expresa disposición en su primer aparte del derecho del hijo de propender por la definición de su estado civil sin que pueda afirmarse que el mismo lo pueda ejercer el padre que lo haya reconocido sin límites temporales algunos, puesto que respecto de los mismos sigue vigente el tradicional criterio de que deben acreditar un “interés actual” en el asunto como desde las disposiciones originarias del Código Civil se ha consagrado y ahora se repite en el artículo 11 de la ley 1060 de 2006 que establece que “en los demás casos” no serán oídos contra la paternidad sino quienes acrediten dicho interés. Y tales eventos no pueden ser otros, que aquellos que sean promovidos por personas distintas al propio hijo, a quien no puede exigírsele que demuestre el móvil válido de su deseo porque respecto de él, basta exponer el de reclamar su verdadera filiación. 

3. Este concepto de la cuestión armoniza, además, con la visión conjunta de la ley que no puede evaluarse únicamente desde la perspectiva de un solo artículo en el que aisladamente podría verse un criterio abolicionista de la caducidad. Pero como lo afirmó el juzgado la esencia de la impugnación no ha cambiado sino que en el ordenamiento citado se ha pretendido entre otros objetivos, el de precisar lo atinente a dicho plazo vista la inconstitucionalidad que afectó el de trescientos días que señalaba el artículo 248 en relación con los interesados diversos a los ascendientes del padre o madre reconociente, ante la cual quedó determinado en los sesenta días con que éstos últimos contaban para el efecto. Empero, tuvo a bien el legislador considerar este término como insuficiente y lo amplió a ciento cuarenta días, subrogando tal disposición. 
4. Admítese en gracia de discusión, por supuesto, que el propósito del proyecto de ley 134 de 2004 originario de la Cámara de Representantes era el de suprimir la caducidad de la impugnación.
 Tanto es así que en el pliego de modificaciones se menciona que éste era una de sus propuestas fundamentales, cristalizada en un artículo que contenía el siguiente texto: 

“Artículo 217. En cualquier tiempo se podrá impugnar la paternidad o maternidad, en cuyo proceso el juez establecerá el valor probatorio de la prueba antropoheredobiológica u otra con las mismas características de igual o mayor confiabilidad de la que haga uso el actor, sin perjuicio de lo consagrado en el inciso segundo del artículo octavo de la ley 721 de 2001.”
No obstante, y como puede apreciarse de la comparación entre este articulado y el que a la postre se aprobó, hay sustancial diferencia, además de que en la modificación al artículo 248 que se procuraba no se consagraba término de caducidad alguno puesto que solo decía: 

“Artículo 248. En los demás casos podrá impugnarse la legitimación probando alguna de las causas siguientes:

1. Que el legitimado no ha podido tener por padre al legitimante.

2. Que el legitimado no ha tenido por madre a la legitimante; sujetándose esta alegación a lo dispuesto en el título 18, de la maternidad disputada.

No serán oídos contra la legitimación sino los que prueben sumariamente un interés actual en ello.”

Se planteó, entonces, en los debates que no consagrar término de caducidad para la impugnación desafiaba la seguridad jurídica y que la Corte Constitucional no había encontrado que el establecimiento legislativo de esta clase de plazos para accionar atentara contra los postulados de la Carta Política, y por tal motivo, consideró necesario el consagrarlos expresamente en la ley para cuando no era el propio hijo quien accionaba. Por eso se concluyó en la ponencia para primer debate en el Senado de la República: “se mantiene que el hijo durante cualquier tiempo pueda impugnar su paternidad o maternidad pero para los demás es imprescindible tener un término como tal.” Éste que inicialmente se mencionó sería de ciento ochenta días, en el curso de los debates se fijó en ciento cuarenta.
5. Viable es de acuerdo con estos antecedentes llegar a la conclusión de que si bien estuvo dentro de las posibilidades de la discusión a que dio origen el proyecto comentado, la de abrogar la caducidad, esa intención no fue al fin acogida por el Congreso, motivo por el cual no es de recibo la tesis de la apelante. Adicionalmente podría pensarse que si la institución de la caducidad de la impugnación para los padres que reconocieron al hijo pero que ya habían perdido un pleito anterior por la decadencia de la acción, les fue expresamente rediviva, también lo es que no tendría sentido limitar temporalmente el despliegue de la acción si esta ya no pudiera estar afectada de caducidad según dicha teoría.  Así que la misma sigue gobernada por el instante en que surge el interés actual que para este caso se reveló el 30 de abril de 1997 cuando se practicó el examen de que da cuenta la demanda, motivo por el cual refulge que cuanto ese escrito se presentó ya habían transcurrido y con creces, más de los trescientos días hábiles siguientes, que era el término de caducidad vigente en ese entonces ya que la declaratoria de inconstitucionalidad parcial del artículo 248 del Código Civil, fue posterior,
 o sea, que no hay en donde fundar conclusión en el sentido de que la demanda hubiera sido eficaz para frenar la consumación del mencionado plazo, pues cuando se presentó ya estaba totalmente agotado, como que fue presentada casi diez años después del surgimiento del aludido interés. Cabe en este punto citar la siguiente jurisprudencia que pone de presente, una vez más, la importancia de la institución como partícipe de la consolidación de estados civiles que no pueden dejarse al permanente riesgo de ataque, ya que esto a la sociedad no le interesa: 
“…históricamente el legislador ha regulado el tema del estado civil y de la familia con precisión y cuidado sumos a fin de proteger la propia intimidad que rodea su constitución y de atender a las realidades que en punto de los hijos genera su entorno y propio desarrollo, tanto como para no haber permitido, a través de las épocas, que cualquier persona puede acudir a los estrados judiciales para cuestionar una paternidad o maternidad propiciada en ese ámbito. Incluso ha establecido prohibiciones específicas para que, consumados ciertos hechos o vencidos determinados plazos, la situación jurídica se torne inexpugnable, y por consiguiente definitiva; rigor que en general antes que disminuir se ha reafirmado en los últimos tiempos, de lo cual es elocuente ejemplo, la sentencia del orden constitucional (C-310 de 2004) mediante la cual se declaró inexequible la expresión “trescientos días” que aparecía en el artículo 248, inciso 2°, numeral 2°, relativa al término de caducidad otorgado a personas distintas a los ascendientes para impugnar la legitimación de los hijos extramatrimoniales, el cual quedó reducido también a los sesenta días fijados para las otras personas autorizadas legalmente para hacerlo… Empero, siempre ha preferido el legislador aceptar los hechos por los cuales se producen situaciones jurídicas que surgen de la vivencia de las relaciones intrafamiliares, en lugar de dejar un determinado estado civil en entredicho o sujeto a una incertidumbre permanente, motivo por el cual ha impedido, en línea de principio, que cualquier persona llegue a cuestionar un estado civil que viene consolidado de atrás, ni que pueda intentarlo cuando se le ocurra y en todo tiempo, por muy altruista que parezca o pueda ser el motivo aducido para desvirtuar una situación familiar en cuya construcción afectivamente se han afirmado lazos sólidos y definitivos”.

7. Solo resta aludir en lo que concierne con la alegación de que debe primar el derecho sustancial que consagra el artículo 228 de la Carta y que no procede otorgar al demandado un estado civil absolutamente ilegítimo, lo que sigue. Primeramente al señor González Gil no se le está otorgando estado civil alguno porque el de hijo del demandante es el que ostenta y no ha sido derruído. Segundamente, no se trata de hacer prevalecer sin más un derecho sustancial, porque los de esta clase han de ejercerse con arreglo a la ley procesal. Es decir, so pena de aplicar aquél no pueden llevarse de calle las normas propias de cada juicio según los conocidos principios consagrados en el artículo 4º del Código de Procedimiento Civil. Es obvio que quien pretenda de conformidad con las atribuciones que le confiere la ley procurar la definición de estados civiles debe hacerlo  con arreglo a ella, que es a la que corresponde su regulación habida cuenta de la expresa remisión que hace el artículo 42 in fine de la Constitución. Como se vio el demandante no se acogió a los términos de que disponía para atacar el estado civil debatido y por tanto, sus súplicas no podían tener eco ante la justicia. Punto sobre el cual corresponde citar por lo adecuado para rebatir la alegación formulada, este fallo de la Corte Suprema de Justicia referido a situación similar: 

“El caso que ocupa la atención de la Sala no es asunto de prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal sino de atender la correspondiente oportunidad para el ejercicio de un derecho o la realización de un acto, pues ese condicionamiento a términos previamente consagrados busca precisamente definir dentro de lapsos suficientes cuestión tan trascendente como el estado civil de las personas, impidiendo que hechos de tal importancia queden al arbitrio de los intereses personales o al reflejo de los vaivenes o conveniencias del momento de quienes resultaren afectados por ellos.
“El ejercicio del derecho sustancial mirado en el ángulo bifronte de las partes interesadas en sus efectos es distinto para cada una. Exige a quien pretende su favor ceñirse a las imposiciones de la propia ley, que no son cortapisas impedientes para su ejercicio, sino que, por el contrario, vienen a definir la vía para obtener su materialización.
“En tratándose de la impugnación de la condición de hijo, distintos son los momentos que ofrece la ley al padre y al reconocimiento para que eleven ante la jurisdicción dicha pretensión, constituyendo para ambos un acto voluntario el ejercicio de cualquier reclamación al respecto.

“Obsérvese que en el presente asunto no se censura por parte del recurrente que el sentenciador hubiese declinado el derecho sustancial reclamado por proteger el derecho procesal. En el cargo su autor advierte simplemente que el ad quem dejó de lado principios fundamentales como el derecho al nombre, identidad y al de la certidumbre de la paternidad; mas ello no es cierto en la forma como se plantea, dado que la situación objeto de decisión fue adscrita de manera exclusiva a la discusión en torno a la oportunidad en que se ejerció el derecho del padre, quien pretendió promover la acción cuando ya estaba caducado su derecho, sin que en parte alguna se vislumbre que un riguroso formalismo legal haya sido la causa del fracaso de su pretensión, comportamiento que no debe confundirse con la sujeción del juez al cumplimiento de las normas procesales, que por mandato constitucional hoy son de orden público, como lo eran antes en el artículo 6° del Código de Procedimiento civil, carácter que ostenta aquélla que establece la caducidad, tornándose perentoria e improrrogable, de donde su aplicación no contraría en nada el aludido postulado constitucional sino que, antes bien, refleja con claridad el cumplimiento de esos principios superiores.”

8. En conclusión, no se advierte desacierto en el fallo apelado, que recibirá el respaldo de la Sala. Las costas las pagará la parte apelante.    
A mérito de lo expuesto,  el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil – Familia, admi​nistrando justicia en nombre de la Repúbli​ca de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo dictado por el Juzgado Primero de Familia el 13 de agosto de 2008, en este proceso ordinario de Jorge Mario González González contra Jorge Mario González Gil. Las costas las pagará el apelante. 
Cópiese y notifíquese.

Los Magistrados,





Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos

Gonzalo Flórez Moreno
� Sobre el particular pueden consultarse los antecedentes de la Ley 1060 de 2006 en las gacetas números 691 de 2005, 104, 225, 184, 195 y 233 de 2006 del Senado de la República y 591 de 2004, 223 y 506 de 2005, y 194 y 230 de 2006 de la Camara de Representantes.


� C-310 de 2004. 


� Corte Suprema de Justicia. Sentencia de 9 de noviembre de 2004. 


� Sentencia de 11 de abril de 2003. Magistrado Ponente: Doctor César Julio Valencia Copete. 
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